
 

Breve Análisis del Juez Miguel Ángel Gálvez Sobre las 
Elecciones en Guatemala y la Detención de Líderes Indígenas 

 
Por favor, vea a continuación nuestro breve análisis sobre los recientes acontecimientos en 
Guatemala, elaborado por el Juez Miguel Ángel Gálvez, fellow de la GHRC. Si desea 
consultar la versión en inglés, puede accederla a través del enlace en nuestro sitio web. 

●​ ¿Cómo evalúa el desarrollo de los actuales procesos de elecciones secundarias en 
Guatemala? 

Las elecciones secundarias, también conocidas como elecciones de segundo grado, reciben 
esta denominación porque, a diferencia de las elecciones de primer grado en las que participa 
directamente la ciudadanía para elegir al Presidente de la República y al Congreso, en estos 
procesos son las autoridades ya electas quienes designan a otros funcionarios del Estado, 
principalmente del sector justicia. 

Se les denomina de segundo grado porque el Congreso de la República, electo por voto 
popular, es el encargado de elegir, por ejemplo, a los magistrados del Tribunal Supremo 
Electoral. En el caso de la Corte de Constitucionalidad, el mecanismo de designación es 
distinto, ya que participan los tres organismos del Estado. El Organismo Ejecutivo, el 
Organismo Legislativo y el Organismo Judicial designan cada uno a un magistrado titular y a 
un suplente. A estos se suman un magistrado titular y un suplente designados por la 
Universidad de San Carlos, en su calidad de universidad del pueblo, y un magistrado titular y 
un suplente electos por el Colegio de Abogados. De esta forma se integra la Corte con cinco 
magistrados titulares y cinco suplentes, quienes participan cuando existe ausencia de un 
titular o cuando se conocen asuntos relacionados con los tres poderes del Estado, casos en los 
que la Corte se integra con siete magistrados. 

Otro proceso clave es la elección del Fiscal General o Jefe del Ministerio Público, quien es el 
responsable de dirigir la investigación de los delitos de acción pública y cuya designación 
corresponde al Presidente de la República. Asimismo, se encuentra la elección del Contralor 
General de Cuentas, un cargo fundamental para garantizar la transparencia en el ejercicio de 
la función pública. 

En cuanto a los plazos, el Tribunal Supremo Electoral tomará posesión el 20 de marzo de 
2026. La Corte de Constitucionalidad asumirá funciones el 14 de abril de 2026. El Fiscal 
General tomará posesión el 17 de mayo de 2026 y la Contraloría General de Cuentas lo hará 
el 13 de octubre de 2026. 

 



 

Estos procesos son de enorme relevancia, ya que las autoridades electas tendrán bajo su 
responsabilidad la conducción de los procesos electorales de 2027 y 2031 y, en general, el 
rumbo institucional del país. Representan una oportunidad histórica para que la sociedad 
guatemalteca incida en la consolidación del Estado de derecho, el fortalecimiento de la 
gobernanza democrática, la garantía de los derechos humanos y el respeto al orden 
constitucional, que han sido seriamente afectados en Guatemala en los últimos años. 

●​ ¿Cómo evalúa la forma en que hasta ahora se están llevando a cabo estos 
procesos de elección? 

Desde mi punto de vista, hasta el momento se ha cumplido con las agendas institucionales 
previstas. El primer proceso convocado fue el del Tribunal Supremo Electoral, seguido por la 
convocatoria para la elección de los magistrados de la Corte de Constitucionalidad, y 
recientemente se juramentó la Comisión de Postulación para la elección del Fiscal General. 
En términos generales, el cronograma establecido se ha respetado. 

Un aspecto relevante ha sido el proceso desarrollado dentro del Colegio de Abogados, 
particularmente en la elección del magistrado titular y suplente que integrarán las instancias 
de designación. Considero que el resultado fue positivo, ya que se eligieron perfiles que, al 
menos según su trayectoria pública, no presentan vínculos con estructuras de corrupción o 
redes de poder ilícitas que históricamente han operado en Guatemala para capturar el sistema 
de justicia. 

No obstante, actualmente existen diversas impugnaciones, principalmente relacionadas con la 
participación de las denominadas profesiones afines dentro del Colegio de Abogados. Estas 
profesiones incluyen, entre otras, politólogos, sociólogos, criminólogos y criminalistas. La 
colegiación obligatoria no es un tema reciente, pero en el año 2020 entró en vigencia una ley 
que obligó a todos los profesionales a integrarse a un colegio profesional. El problema surgió 
porque estas profesiones afines contaban con pocos integrantes y no tenían colegios propios, 
por lo que, mediante una opinión constitucional, se les permitió afiliarse al colegio que 
tuviera mayor afinidad con su formación, lo que los llevó a integrarse al Colegio de 
Abogados. 

Ni la Constitución ni la Ley de Colegiación los excluyen de derechos. Por el contrario, se les 
reconoce el derecho a elegir y ser electos. Estas profesiones han participado durante más de 
dos décadas en los procesos internos del Colegio de Abogados y también participaron en 
elecciones anteriores, incluida la elección de la actual Corte Suprema de Justicia. Por ello, su 
exclusión plantea un problema serio desde la perspectiva de los derechos adquiridos y del 
principio de seguridad jurídica. 

A pesar de estas impugnaciones, considero que el proceso ha sido positivo, ya que existen 
perfiles idóneos, con probidad y honestidad, y, lo más importante, muchas de estas personas 
no presentan vínculos con estructuras criminales o redes de poder ilícitas. En un contexto de 
profunda crisis institucional, el Colegio de Abogados ha dado pasos importantes para 
impulsar candidaturas alejadas de estas prácticas, lo cual merece reconocimiento. 



 

●​ ¿Cómo observa la situación actual de la criminalización contra los dirigentes de 
los 48 Cantones y otras autoridades indígenas que participaron en las 
manifestaciones pacíficas de 2023? 

Es una pregunta bastante compleja y voy a responderla de manera igualmente compleja.​
 Para mí, la principal preocupación es la forma en que se está manipulando el Organismo 
Judicial. 

Fíjese que actualmente están detenidos Luis y Héctor, el presidente y el tesorero. Ambos 
llevan ya alrededor de nueve meses detenidos, aproximadamente nueve meses y quince días. 
Uno de los problemas iniciales fue que no se les había asignado juez, y cuando finalmente se 
asignó uno, el juez únicamente recibió el expediente. 

Posteriormente, una persona vinculada a la Fundación contra el Terrorismo presentó una 
denuncia en contra del juez, aduciendo que este tiene amistad con Héctor Chaclán y 
argumentando que el juez estaba adelantando audiencias. Esto no es cierto. Las audiencias no 
se están adelantando de manera arbitraria. 

Lo que ocurre es que, cuando se dicta prisión preventiva en Guatemala, esta no puede 
exceder de tres meses. Entonces, el juez que conoce la primera declaración y dicta el auto de 
procesamiento debe, dentro de esos tres meses, fijar fecha para la fase intermedia. La ley 
establece que la fase intermedia debe fijarse entre diez y quince días; puede ser el día once, 
doce, trece, catorce o quince. Eso es lo que dice la ley. 

El juez, al recibir el expediente, lo que hizo fue fijar fechas que ya estaban atrasadas. A raíz 
de esto, se presentó una denuncia en su contra y, como consecuencia, una recusación. Según 
tengo entendido, esta recusación se encuentra actualmente en la Sala de Apelaciones, que es 
la que debe conocerla. Esto significa un nuevo atraso en el proceso. 

La preocupación principal es el tiempo que está transcurriendo. Prácticamente ya se acercan a 
diez meses de detención preventiva, y hay dos personas que permanecen detenidas. 

Otro tema importante es el de los delitos imputados. Se habla de delitos de terrorismo, de 
obstaculización a la acción penal, y la Sala agregó el delito de asociación ilícita en el caso de 
las personas detenidas. 

En el caso de Esteban, me llamó la atención que se dictó auto de procesamiento por 
asociación ilícita, sedición, terrorismo, obstaculización a la acción penal y obstaculización a 
la justicia, es decir, cinco delitos. En el caso de Basilio Poa García, se dictó auto de 
procesamiento por asociación ilícita, obstaculización a la justicia, obstaculización a la acción 
penal y sedición, pero ya no se incluyó el delito de terrorismo, que sí tienen los otros tres. 

Aquí debe prevalecer el principio de igualdad. Si se trata de los mismos hechos, es lógico que 
el proceso deba depurarse. La preocupación específica con relación a este caso es el tiempo 
excesivo que está transcurriendo y el hecho de que hay dos personas privadas de libertad, lo 



 

cual complica considerablemente la situación, especialmente para quienes se encuentran 
detenidos. 

●​ ¿Hay algún otro tema que considere relevante abordar o algún mensaje que le 
gustaría dirigir en el contexto actual del país? 

Además, la sociedad civil debe involucrarse activamente, no solo la sociedad civil 
organizada, sino la población en general, para comprender la importancia de estas elecciones. 
Es increíble pensar que nunca antes coincidieron las cuatro elecciones, ya que usualmente se 
realizan en períodos distintos. No sé por qué precisamente este año, durante el gobierno de 
Bernardo Arévalo, se han juntado todas. 

Da la impresión de que las circunstancias se están alineando para darle a la población de 
Guatemala una oportunidad de comprender la trascendencia de estos procesos electorales y 
de dar los primeros pasos hacia la consolidación del Estado de derecho. 

Finalmente, considero fundamental el rol de la comunidad internacional, que también debe 
dar seguimiento a estos procesos y, en la medida en que sea necesario, ejercer la incidencia 
correspondiente para garantizar que se elijan personas capaces y comprometidas con el 
respeto al derecho. 
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